PAGE  
8


León, Guanajuato, a 8 ocho de febrero del año 2010 dos mil diez. . . .  

V I S T O el estado que guardan los autos del presente proceso administrativo y, la resolución dictada por el Magistrado de la Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en fecha 26 veintiséis de octubre del año 2009, dos mil nueve, en el recurso de revisión número R.R. 90/2ª Sala/09, en el que se revocó la sentencia emitida por este Juzgado, para el efecto de que, se realice el cómputo, conforme a la hipótesis de notificaciones, y de estar presentada en tiempo la demanda, entre al estudio de la misma, de no encontrarse alguna otra causal de improcedencia;  por lo que en cumplimiento de lo anterior, se procede a resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 240/2008-JN, promovido por el ciudadano Eduardo Hernández González; en su carácter de Apoderado de la persona moral denominada “Trans León 2000”, Sociedad Cooperativa de Responsabilidad Limitada, y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue interpuesto dentro del termino de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución impugnada a la parte actora, lo que ocurrió el día 3 tres de julio del 2008 dos mil ocho; según lo ordena el Magistrado de la Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, al resolver el recurso de revisión número R.R. 90/2ª Sala/09. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.-  La existencia de los actos impugnados la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del 2008, emitida por el Director General de Movilidad, dentro del expediente administrativo número PEA/025/2008 y los actos de procedimiento consistentes en la orden de inspección de fecha 8 ocho de abril del 2008, dos mil ocho, el acta circunstanciada de la visita de inspección practicada en esa misma fecha y la audiencia de calificación de fecha 2 dos de mayo del mismo año, se encuentra debidamente acreditada en autos con las copias certificadas de dichos documentos, las que fueron aportadas por la parte actora, y merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de documentos públicos, emitidos por las autoridades demandadas, como servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Eduardo Hernández González en el presente proceso, se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 1,753 mil setecientos cincuenta y tres, de fecha 13 trece de agosto del 2008, dos mil ocho, otorgada ante la fe del Licenciado Samuel Enrique del Río Munguía, titular de la Notaria Pública número 110 ciento diez, en legal ejercicio en este municipio; que contiene el poder general para pleitos y cobranzas, actos de administración y representación laboral que el Presidente, Secretario y Vocal del Consejo de Administración de la sociedad denominada “Trans León 2000”, Sociedad Cooperativa de Responsabilidad Limitada, confieren a favor del ciudadano Eduardo Hernández González, con todas las facultades generales y especiales que requieran poder o cláusula especial conforme a derecho, sin limitación alguna; según se refiere en la cláusula primera de dicho instrumento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Documental que presentada en copia certificada por el Notario Público número 110 ciento diez, en legal ejercicio en este municipio; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .

Del escrito de demanda, se desprende que el Director de Control del Servicio de Transporte demandado instauró a la actora el procedimiento administrativo de inspección número PEA/025/2008, con el objeto de verificar sus horarios y periodos de servicio, así como las frecuencias e intervalos del mismo,  y los documentos y papeles inherentes; tramitándose el procedimiento hasta dictar una resolución en la que se le impuso una sanción económica consistente en multa por la cantidad de $6,435.00 (seis mil cuatrocientos treinta y cinco pesos 00/100 moneda nacional); y la parte actora aduce que tal resolución y todo el procedimiento administrativo de inspección instaurado son ilegales, porque se omitieron cumplir los requisitos formales exigidos por la ley; y que la resolución carece de la debida fundamentación y motivación, constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden publico y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Primeramente, las autoridades demandadas hicieron valer la causal de improcedencia prevista en la fracción II del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que refieren que se está en presencia de un acto consumado de manera irreparable, porque el término para inconformarse en contra del acta circunstanciada de fecha 8 ocho de abril del 2008, dos mil ocho, ha fenecido, y que no existe recurso alguno que hacer valer. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que se intenta por las demandadas, ya que el acta circunstanciada que se impugna y que forma parte del procedimiento administrativo de inspección llevado a cabo por la Dirección General de Movilidad, no se trata de un acto consumado de manera irreparable; puesto que consumar implica el llevar a cabo del todo una cosa, y la irreparabilidad se refiere a aquello que no puede ser reparado o reparable; lo que no se asemeja al acta señalada, pues aunque es cierto que el acta circunstanciada se realizó y se consumó en el día en que se llevó a cabo, también lo es que no de manera irreparable, pues puede ser reparado, anulándose dicha acta y ordenándose en su caso, reponer el procedimiento; por lo que no se actualiza la causal de referencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Asimismo, hacen valer también la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del mismo artículo 261 del de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; pues señalan que la demanda en contra de esa misma acta circunstanciada levantada el 8 ocho de abril del presente año, no fue presentada dentro del termino establecido en el artículo 263 del señalado código, por lo que se consintió tácitamente y que por lo tanto es extemporánea su impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal en comento, dado que el proceso administrativo en contra del acto señalado sí se promovió dentro del término a que se refiere el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; pues debe tomarse en cuenta que la resolución impugnada, de fecha 29 veintinueve de mayo del 2008, dos mil ocho, se notificó el 2 dos de julio de ese mismo año, fecha que debe tomarse en consideración a efecto de computar el termino para promover la demanda en contra de los actos de procedimiento, como lo es el acta de inspección impugnada; por lo que tampoco se actualiza dicha causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas; y al no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora. . 

Este Juzgador se avocará al estudio de aquel que considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el primero, sin necesidad de transcribir los restantes conceptos de impugnación, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . 

Así las cosas, en el primer concepto de impugnación, en su inciso a), plantea la parte actora que los actos de procedimiento, previos a la emisión de la resolución le agravian, al no cumplirse en estos, los requisitos formales exigidos; señalando en primer lugar, respecto de la orden de inspección, refiere que vulnera lo dispuesto en el artículo 208 fracción I, incisos a), b) y c), del Código Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, porque se dejaron espacios en blanco en la orden, para después llenarlos a mano, en cuanto al número de expediente, fecha, y de los inspectores facultados para realizar la visita; así como que  no señaló el nombre de la persona que debía recibir la visita, pues en ninguna de las partes de la orden, se menciona el nombre de la empresa  visitada “Trans León 2000”, Sociedad Cooperativa de Responsabilidad Limitada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por su parte, las autoridades demandadas, al dar contestación al primer concepto de impugnación, señalaron que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“... es  ineficaz por inoperante por lo siguiente: ... resulta infundado su argumento, ya que la orden de inspección que se emitió fue debidamente fundada y motivada, , dirigida al concesionario o representante legal de la base de ruta en la cual se pretendía inspeccionar el cumplimiento del servicio público de transporte, misma que contenía el nombre de los inspectores que iban a realizarla...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto al primer aspecto, acerca de que en la orden de inspección impugnada se anotaron con letra manuscrita lo referente al número de expediente, los nombres de los inspectores facultados, sus números de gafete y la fecha de la orden y que por ello no se cumplen los requisitos formales; resulta infundado el señalado argumento; en razón de que para este Juzgador, y siguiendo los criterios sostenidos por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, los datos que resulta ilegal anotar con letra manuscrita son los referentes a la identificación de la persona a visitar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, no puede considerarse que le agravia en su esfera jurídica a la sociedad actora, que los datos consistentes en el número de expediente, los nombres de los inspectores facultados, sus números de gafete y la fecha de la orden de inspección se hayan anotado con letra manuscrita, pues tales datos no forman parte de la identificación de la persona visitada; pues para este Juzgador, la orden de visita es ilegal cuando en la misma se utilizan dos tipos de letra notoriamente distintos: uno que corresponda a sus elementos genéricos (elaborado con letra impresa) y otro a los datos específicos relacionados con el visitado (elaborado con letra manuscrita). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En tanto que en el caso concreto no se da el supuesto de que los datos contenidos con letra manuscrita, correspondan a la identificación de la persona a visitar; luego entonces, no se considera fundado este aspecto del primer concepto de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin embargo, este Juzgador, al analizar el segundo aspecto del primer concepto de impugnación relativo a que la orden de inspección que se impugna, no señaló el nombre de la persona que debía recibir la visita, pues en ninguna de las partes de la orden, se menciona el nombre de la empresa  visitada; estima que es fundado tal argumento, pues la orden de inspección es ilegal y no cumple con la formalidad requerida para la orden de inspección prevista en la fracción I, inciso a), del artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en cuanto a la manera de realizar las visitas de inspección que se prevé en dicho ordenamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, la orden de inspección impugnada es ilegal porque incumple con la formalidad esencial de señalar al visitado; pues tal y como lo hace valer en el concepto de impugnación que se analiza, no consta en tal orden, que la voluntad del titular de la dirección facultado para emitirla, haya sido la de realizar una visita de inspección a la persona moral impetrante de este proceso, pues no la menciona en ninguna parte de tal documento; y en vez de ello, se emite únicamente una orden genérica dirigida a: “CC. Concesionarios, permisionarios, prestadores del servicio, y/o presidentes y/o representantes legales de las empresas de transporte urbano y/o suburbano en la modalidad de ruta fija de esta ciudad de León, Guanajuato.”; pero de ello no se desprende que la voluntad del funcionario emisor, haya sido la de ordenar una inspección específica a “Trans León 2000”, Sociedad Cooperativa de Responsabilidad Limitada; como debería haberse ordenado de conformidad con lo señalado en el ya referido artículo 208, fracción I, inciso a), mismo que establece: 

“Artículo 208. Las autoridades administrativas para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de verificación o inspección en el domicilio, instalaciones, equipos y bienes de los particulares, en los casos que señalen las leyes y reglamentos aplicables, conforme a las siguientes reglas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I.
Sólo se practicarán las visitas por mandamiento escrito de autoridad administrativa competente, en el que se expresará:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
a)
El nombre de la persona que deba recibir la visita. Cuando se ignore el nombre de ésta, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación; (énfasis añadido.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior es así, ya que la orden de visita que se dirija al gobernado, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al cual es acorde el señalado precepto del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por lo que si en el caso concreto, no se expresó debidamente y con claridad, el destinatario de la orden, o bien,  los datos suficientes que permitieran su identificación; tal orden se encuentra en franca contravención a los principios de legalidad y seguridad jurídicas, inherentes al citado precepto constitucional, a los que deben someterse las autoridades administrativas para la realización de las inspecciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, es menester valorar las testimoniales rendidas en la audiencia final, el 4 cuatro de diciembre del 2008, dos mil ocho, por parte de las testigos de nombres Victoria Margarita Guerrero Romero, Fátima del Carmen Sánchez Reyes y Carmen Sermeño Nabor; ofrecidas por la parte actora; probanza a las que se les otorga pleno valor probatorio en cuanto a los hechos que presenciaron las personas mencionadas, conforme a lo dispuesto en los artículos 96 y 126 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en el sentido de acreditar de que existe error en la fecha consignada en el sello de recepción de la resolución impugnada, ya que se recibió el 2 dos de julio de 2008, dos mil ocho y no el 2 dos de junio del mismo año; sin embargo, dicha probanza resulta irrelevante a efecto de demostrar la fecha en que a la parte actora le fue notificada o tuvo conocimiento de la resolución impugnada; pues para ello, basta con atender a las reglas señaladas en el artículo 263 del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, si la orden de inspección no expresa específicamente la persona a quien la misma va dirigida, ya que en el presente caso se hace de forma genérica; ello se traduce en una omisión de los requisitos formales en su elaboración, lo que sin duda alguna, trasciende al resultado del procedimiento de sanción, que en la especie consistió en una multa; dado que la práctica de las inspecciones por parte de las autoridades administrativas, deben de llevarse a cabo siguiendo estrictamente las formalidades previstas, por lo que debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de que fue la voluntad de la autoridad competente, el ordenar la práctica de una inspección a una persona física o moral debidamente determinada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, al resultar fundado el primer concepto de impugnación planteado, mismo que demuestra que la orden de inspección impugnada se emitió sin respetar los requisitos formales; con sustento en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total de la orden de inspección número de expediente administrativo PEA/025/2008 (PEA diagonal cero-veinticinco diagonal dos mil ocho), de fecha 8 ocho de abril del 2008, dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, por ser una consecuencia de la orden de inspección declarada nula, es de decretarse también la nulidad total de los actos posteriores a la orden de inspección, dentro del expediente administrativo número PEA/025/2008; (PEA diagonal cero-veinticinco diagonal dos mil ocho); tales como el acta circunstanciada de la visita de inspección practicada en esa misma fecha; la audiencia de calificación de fecha 2 dos de mayo también del mismo año; y la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del año 2008, dos mil ocho, emitida por el Director General de Movilidad; al ser actos posteriores y consecuentes de la orden de inspección previamente anulada; ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa referido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
OCTAVO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación, en su aspecto conducente, resultó fundado, y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NOVENO.- De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también el reconocimiento de su derecho amparado en una norma jurídica para efecto de que para cualquier visita de inspección, la misma se realice cuando se encuentre  su representante legal y, la condena a la autoridad demandada para el restablecimiento del derecho violado, marcándole los lineamientos que deba seguir para la práctica de nuevas visitas de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No ha lugar a hacer pronunciamiento alguno, ya que resulta improcedente lo solicitado; en razón de que este juzgador no advierte, que en la presente causa administrativa, haya lugar a reconocer derecho alguno ni a la condena a la autoridad para su pleno restablecimiento; ya que, por un lado, de las constancias de autos no se desprende que se haya ejecutado o pretendido ejecutar la sanción de multa anulada; y, por el otro lado, las formalidades y lineamientos que deba seguir la autoridad demandada para la práctica de las visitas de inspección, se encuentran plenamente contemplados y regulados en el Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, en su capítulo XII. . . 
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 298, 299, 300 fracción II, y 302 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto. . 
TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la orden de inspección número de expediente administrativo PEA/025/2008; (PEA diagonal cero-veinticinco diagonal dos mil ocho) y la de los actos posteriores realizados en el referido expediente, consistentes en el acta circunstanciada de la visita de inspección, la audiencia de calificación y la resolución de fecha 29 veintinueve de mayo del 2008 dos mil ocho, emitida por el Director General de Movilidad; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Séptimo de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- No ha lugar a reconocimiento de derecho alguno, ni a la condena a las autoridades demandadas, atento lo expresado en el considerando Noveno del presente fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente, informándose a la Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sobre la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
